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SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a la delegación de la Cámara Mercantil de 
Productos del País, integrada por su Presidente, señor Christian Bolz; el Gerente General, contador Gonzalo 
González Piedras; y el doctor Roberto Falchetti, asesor. 


El motivo de esta visita es para escuchar sus opiniones respecto al proyecto de ley de negociación colectiva. 
Debo decir que este proyecto en la Comisión ha sido aprobado en general y que la votación de cada uno de 
sus artículos se realizará una vez que terminemos de recibir a todas las delegaciones que solicitaron ser 
recibidas. 


SEÑOR POZZI.- Complementando la información de la señora Presidenta quiero decir que en la 
última sesión en que se aprobó en general este proyecto, se votaron negativamente los artículos 21 a 24, 
inclusive, que tienen que ver con las ocupaciones. Por lo tanto, este tema ya no forma parte de este 
articulado. 


SEÑOR BOLZ.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos para escuchar nuestras ideas sobre este 
proyecto. 


Quiero dejar constancia de un elemento que considero especialmente positivo: el diálogo y la consulta entre 
los Poderes del Estado y los sectores de actividad empresarial, comercial y económica del país. Este es un 
camino muy importante a ser transitado porque estamos en una actividad que termina teniendo efectos sobre 
toda la sociedad; por lo tanto, la existencia de diálogo, intercambio y el hecho de ser escuchados para 
plantear propuestas, reitero, es muy positivo, y en ese sentido hago un reconocimiento a la Comisión. 


Yendo al proyecto, voy a limitarme a establecer cuatro o cinco conceptos que entendemos deberían ser 
revisados. Lo relativo a las ocupaciones de los lugares de trabajo como extensión del derecho de huelga ha 
sido retirado, tal como acaba de manifestar el señor Diputado, y esto lo vemos como un avance muy positivo 
desde el punto de vista del derecho básico, de la propiedad, del sentido común y de una serie de conceptos. 
Reitero que es muy importante que eso no figure más en el proyecto de ley. 


Otro aspecto que quiero destacar es que nos preocupa el concepto de cogestión en las empresas por parte de 
los empresarios y trabajadores. Entendemos que esta no es la forma de encarar ningún tipo de actividad 
comercial ni empresarial debido a los riesgos, inversiones, dedicación y principio básico económico de la 
vida del país. Sabemos que el proyecto de ley no diría eso hemos escuchado versiones de prensa de parte del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y si así es, sería bueno que se mejorara ese concepto y quedara 
claro que no está en el espíritu del Legislador ni del Poder Ejecutivo la existencia de cogestión en la materia. 


Tampoco somos partidarios de la tripartidad en la negociación colectiva. La forma de negociación entre los 
trabajadores y empleadores es entre dos partes, en la que la intervención del Estado no tiene un rol. Además, 
la obligación de negociar tampoco es parte de una forma adecuada de relacionamiento entre los trabajadores 
y los empleadores. Obviamente, siempre tiene que haber negociación, pero esta surge de los conceptos 
naturales del funcionamiento de las empresas. 


Otro elemento que quiero mencionar es que la posición del sector empresarial está fuertemente alineada con 
los lineamientos de la OIT en la materia. Podemos hablar en forma extensa sobre el tema, pero es un 
alineamiento con conceptos que sostenemos y que regulan las relaciones laborales en el mundo entero, de 
acuerdo con la OIT. 


Finalmente antes de ingresar a Sala la prensa nos entrevistaba respecto a estas ideas y algunas otras relativas 
a la negociación con el sector trabajador, queremos dejar constancia de que la Cámara Mercantil de 
Productos del País y que el sector empresarial siempre han estado y están abiertos al diálogo, sin limitaciones 
de temario ni de tiempo, para buscar mejoras y aspectos positivos. Entendemos que hay factores a considerar 
dentro del universo laboral que también deberían ser considerados. 


Básicamente, esto es lo que queríamos decir. Muchas gracias por escucharnos. 


SEÑOR FALCHETTI.- Como bien decía el Presidente Bolz, esta es una bienvenida oportunidad para 
escuchar nuestros puntos de vista. 


Queremos hacer algunas precisiones sobre algunos aspectos del proyecto pues desde la perspectiva de 
Cámara Mercantil podrían ser objeto de enfoques diversos. 


Desde nuestra perspectiva, el proyecto parte de un concepto de dirigismo del Estado, que no tiene en cuenta 
el concepto de autonomía colectiva de los grupos sociales, que ha sido muy desarrollado en las últimas 
décadas, básicamente a partir de la doctrina italiana. Este concepto es definido como la posibilidad de los 
grupos sociales de regular sus intereses contrapuestos. 


Esto se complementa con una mínima intervención del Estado; no se pretende prescindir del Estado, pero la 
autonomía colectiva de los interlocutores sociales en el mundo empleadores y trabajadores se entiende con 
una intervención mínima de parte del Estado. 


Para nosotros el proyecto está teñido de un fuerte dirigismo estatal, que se traduce en varios aspectos. El 
primero es el papel dominante que el proyecto asigna al Consejo Superior Tripartito, con mayoría definitoria 
de votos estatales, con un procedimiento de votación. Además, se atribuyen competencias a este Consejo 
Superior Tripartito sobre aspectos relacionados con niveles de negociación. 


Los niveles de negociación en las negociaciones colectivas son básicos, y eso debería quedar liberado a la 
voluntad de las partes y no a un órgano integrado mayoritariamente por delegados del Estado. 


Otro aspecto en el que se manifiesta esa función desmedida del Estado es en la ampliación de las atribuciones 
de los Consejos de Salarios. El proyecto prevé que los Consejos de Salarios podrán decidir sobre condiciones 
de trabajo. Este es un término muy amplio; en una interpretación amplia comprende todo lo laboral, todo el 
Derecho Laboral gira en torno, directa o indirectamente, a las condiciones de trabajo. En tal sentido 
entendemos que la intervención del Estado en los Consejos de Salarios es correcta tal como se establece hoy, 
es decir, determinada para los salarios mínimos y las categorías. Esto, que se deriva de la ley de 1943 como 
bien saben los señores Diputados, refleja la posición del Convenio N* 131 de la OIT, que permite la 
intervención estatal en la fijación de salarios mínimos. Ningún Convenio de la OIT permite la intervención 
estatal para la fijación de todas las condiciones de trabajo. Pensamos que ese aspecto es excesivo y que tal 
vez merecería una nueva reflexión. 


Otro aspecto en el cual se plasma la concepción dirigista estatal es que los Consejos de Salarios con esas 
amplias atribuciones tendrán mayoría de delegados del Estado. En definitiva, si por un lado tenemos los 
Consejos de Salarios con atribuciones desmedidas y una votación y, por otro, la obligación de concurrir a 
esas instancias, que allí se plasma la obligación de negociar y, si no se alcanza algún acuerdo con el sindicato, 
la definición quedará en manos del Estado. 


Para nosotros todo esto lleva a una gran injerencia estatal en las relaciones entre trabajadores y empleadores 
que no vemos conveniente. Pensamos que estamos bien acompañados en esta afirmación. 


Pensamos que la dosis de intervención Estado dosis que debe existir en esta materia es excesiva en la óptica 
del proyecto. 


Otro aspecto que podría ser enfocado de manera distinta es el relativo a la libertad sindical de los trabajadores 
no afiliados. El proyecto prevé, tal como lo comprendimos, que en aquellas empresas que no haya sindicato, 
sus trabajadores serán representados en la negociación colectiva por los delegados del sindicato de rama. 
Nosotros pensamos que esto no está acorde con los principios de libertad sindical consagrados en los 
convenios internacionales. Creemos que debe dejarse a los trabajadores elegir por quién quiere ser 
representados y no imponerles de manera legal una representación que puede o no reflejar los intereses de los 
trabajadores de la empresa tal como ellos los perciben. 


Además, en tercer lugar, vemos un posible obstáculo a la negociación colectiva en un proyecto que, 
descontamos, persigue fomentarla. Me refiero a la cláusula por la cual los beneficios de un convenio se 


mantienen vigentes mientras no se celebre un nuevo convenio colectivo. Esta ha sido una discusión jurídica, 
con cuyos detalles no los voy a aburrir, que nos ha tenido ocupados a los abogados durante los últimos 
veinticinco años. Actualmente, la posición dominante en el mundo, inclusive en nuestra jurisprudencia, es 
que los beneficios de un convenio cesan con la vigencia del convenio. Nosotros pensamos que debería 
consagrarse este principio y no el que está en la ley. 


¿Por qué decimos que esto sería un obstáculo para la negociación colectiva? Porque en la óptica empresarial, 
cuando se negocia un convenio colectivo, si se parte de la base de que un beneficio negociado es por la 
vigencia del convenio, la actitud del empresario es una. En cambio, la actitud del empresario va a ser otra si 
sabe que por mandato legal ese beneficio que concede en una negociación va a seguir vigente mientras no se 
celebre un convenio colectivo nuevo. Es decir que puede quedar vigente por los años de los años. Nosotros 
pensamos que este tema podría ajustarse para fomentar la negociación colectiva, y dejarlo librado a la 
voluntad de las partes: el sindicato y el empresario. 


En cuarto lugar, hay algunos puntos que no están regulados en el proyecto y que para nosotros deberían 
estarlo. Uno de ellos es el tema de la paz laboral. Todos sabemos que cuando uno hace una negociación, 
todas las partes persiguen un objetivo. El objetivo fundamental, no el único, del empresario es celebrar un 
pacto que le otorgue estabilidad en el futuro de manera de prever sus actividades de una manera más o menos 
adecuada y previsible. El deber de paz es la contrapartida necesaria en el convenio colectivo para el 
empresario. No conozco ningún enfoque discrepante con esto. Por eso pensamos que debería estar regulado 
en la ley. 


También debería, en nuestro concepto, decirse algo sobre la personería jurídica de las partes que van a 
participar en la negociación. La negociación persigue la fijación de un convenio; el convenio colectivo tiene 
una naturaleza contractual. En ese aspecto, la responsabilidad jurídica y civil de las partes debe estar 
consagrada para todas las partes que intervienen en él. De lo contrario, establecemos una diferencia que 
además de ser irritante tiene mucho de antijurídica. 


Nosotros tenemos estos puntos de vista. Sabemos que es un tema discutido y que cada uno defiende sus 
intereses; lo legítimo y propio en una democracia es no solo defenderlos sino también expresarlos. En este 
sentido, queremos hacer referencia a la Comisión de Expertos de la OIT que, como muchos saben, está 
integrada por veinticinco expertos elegidos en el mundo por el Consejo de Administración de la OIT a 
propuesta de su Director General. Esta Comisión de Expertos, cuyos integrantes vienen de todas las regiones 
del mundo, analiza la situación de los países y emite opiniones que son consideradas luego por la Comisión 
de Aplicación de Normas de la Conferencia de la OIT. Para cerrar mi intervención voy a leer un breve párrafo 
del último informe de la Comisión de Expertos, presentado en la Conferencia que se está realizando 
actualmente en Ginebra. Dice así: “A este respecto,” está hablando del Convenio N? 98 de la OIT, 
refiriéndose a Uruguay “al tiempo que observa que los Consejos de Salarios han podido tener históricamente 
en el Uruguay un objetivo de fomento de la negociación colectiva, la Comisión observa que la posibilidad de 
que en los consejos tripartitos se vote para la fijación de condiciones de empleo infringe el principio de la 
negociación libre y voluntaria que constituye un aspecto fundamental de los principios de la libertad sindical. 
La Comisión recuerda que la fijación de los salarios mínimos puede ser objeto de decisiones de instancias 
tripartitas. No obstante, en lo que respecta a las demás condiciones de trabajo, la Comisión subraya que de 
conformidad con los principios de la negociación colectiva libre y voluntaria entre las partes, establecido en 
el artículo 4 del , las condiciones de trabajo deberían ser fijadas, sin injerencia de las autoridades públicas, 
por las organizaciones de trabajadores y los empleadores o sus organizaciones. En estas condiciones, la 
Comisión pide al Gobierno” se refiere al uruguayo “que tome medidas para fomentar la negociación 
colectiva en el sentido indicado”. 


Nosotros pensamos que, teniendo en cuenta el informe de la Comisión de Expertos de la OIT, podría haber 
margen para reanalizar algunos aspectos del proyecto que no parecen encuadrarse en los parámetros 
indicados por dicho organismo internacional. 


SEÑOR ABADALA (don Pablo).- En términos generales, ha sido muy clara e ilustrativa la exposición 
que hemos escuchado. Ha quedado muy clara la posición de la institución que nos visita. 


Quiero hacer una pregunta concreta sobre uno de los nudos conceptuales que están en debate y que tienen 
que ver con el concepto de la cogestión y con las competencias que el proyecto de ley acuerda a los Consejos 


de Salarios. 


El Presidente dice que el espíritu de la ley no debe ir en el sentido de la cogestión empresarial y luego 
escuchamos una crítica muy concreta en cuanto a que se otorgue competencia a los Consejos de Salarios en 
materia de fijación de las condiciones de trabajo. Entonces, a juicio de la Cámara, ¿cuál debería ser la 
solución? ¿Este aspecto debería ser corregido, erradicado, sustituido? ¿Debería prevalecer la negociación por 
empresas sobre la negociación por rama? No estoy pidiendo que nos den una fórmula de carácter jurídico 
legislativo, sino una idea conceptual sobre de qué manera una eventual ley de negociación colectiva debería 
solucionar este aspecto. 


Agradezco los conceptos vertidos que aportan y mucho al análisis legislativo. 


SEÑOR BOLZ.- En un marco conceptual entendemos que si hay un artículo que puede dar lugar a 
diferentes interpretaciones, ese artículo tiene un problema. Escuchamos decir a las autoridades del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que el concepto de cogestión no está contemplado en este 
proyecto, pero los asesores de veinticuatro Cámaras empresariales le ven ese campo de desarrollo. 
Entonces, requiere la eliminación del concepto, la aclaración o su desarrollo en otro campo. 


SEÑOR FALCHETTI.- Cuando hay un artículo que tiene tantos problemas, es porque algún problema 
tiene en cuanto a su interpretación. En este momento no estamos en condiciones de establecer una 
redacción sustitutiva, pero con mucho gusto podríamos elaborarla en consulta con las demás Cámaras 
o, lo que sería ideal, en consulta con nuestros socios en algunas cosas somos socios, los sindicatos. Eso 
sería algo muy bueno. 


Quería comentar, para que no quede el tema colgado, que se puede decir que hasta ahora ha habido Consejos 
de Salarios que han tratado condiciones de trabajo y no solo salarios mínimos, pero hay una diferencia muy 
importante: han tratado condiciones de trabajo porque las tres partes estaban de acuerdo. Es muy distinto a 
que la ley obligue a tratar las condiciones de trabajo en el Consejo de Salarios vaciando de contenido el 
ámbito de negociación por empresa. 


SEÑOR BOLZ.- El doctor Falchetti hizo mención a un tema que se viene discutiendo hace veinticinco 
años. Ojalá podamos generar trabajos legislativos que no lleven a esa exhaustiva actividad de los 
abogados, siendo claros, precisos y concretos en los temas sobre los que se quiere legislar. 


SEÑOR CABRERA.- La exposición del doctor Falchetti ha sido muy clara en los puntos conceptuales 
que este proyecto tiene de rebatibles o cuestionables, muchos de los cuales comparto. Es la lógica de un 
abogado que asesora sobre casos concretos. En definitiva, discutir si quedó o no incorporado un 
concepto o un beneficio, va a ser un problema en la práctica, más allá de las concepciones ideológicas 
que se tengan. 


Una de las cosas más rengas que encuentro a este proyecto es la ausencia de obligaciones para la parte 
trabajadora, en la medida que no existe cláusula de paz. Es decir que no hay una consecuencia para la parte 
trabajadora, ante su eventual incumplimiento del convenio. En ese sentido, ¿cómo verían que en el marco de 
la regulación legal de la negociación colectiva se diera competencia a los juzgados letrados de trabajo para 
atender en los incumplimientos de convenios colectivos? Hoy se va a meter mano en la negociación colectiva 
y se va a generar un marco jurídico. Creo que es bueno que exista un marco jurídico, más allá de que no me 
guste este. Querer que el país se dé una ley de negociación colectiva implica pasar a un estadio superior y 
dejar el conflicto de intereses donde generalmente a los empresarios les va muy mal. El conflicto de intereses 
no es jurídico sino de hecho, y una parte se impone a la otra de alguna manera. Entonces, aceptar que hay un 
marco jurídico implica transformar el conflicto de intereses en un conflicto jurídico. Además, se le puede dar 
competencia a un tercero imparcial para que diga quién tiene razón ajustado a derecho. En un proyecto 
razonablemente equilibrado ¿sería bueno dar un paso más e intentar fijar competencia para los conflictos 
colectivos? Me refiero a los incumplimientos de un lado y del otro a nivel jurisdiccional. 


SEÑOR BOLZ.- Quiero señalar que arbitrar algo inclusive por la vía legal, cuando una de las dos 
partes que está en un eventual conflicto que debe ser resuelto por la Justicia no tiene personería 
jurídica o estructura, es medio difícil de sustanciar. 


SEÑOR FALCHETTI.- El tema que plantea el señor Diputado se ha discutido mucho desde la creación 
de los Juzgados de Trabajo en los años sesenta. La Ley N” 12.803 creó el primer Juzgado de Trabajo y 
dio competencia para resolver los conflictos individuales de trabajo, algo que se ha mantenido durante 
todos estos años. 


Se discute si el Poder Judicial debe tener intervención o no en los conflictos colectivos de trabajo, y al 
respecto hay algunas experiencias. En Brasil, por ejemplo, la Justicia interviene en temas laborales y, hasta 
donde sabemos, se trata de una experiencia que no está muy generalizada. A título personal no estamos 
obligando a la Cámara Mercantil ni a los señores Diputados, diría que podría no ser conveniente asignar al 
Poder Judicial la intervención en conflictos que no se guían por normas porque son conflictos de interés. 


Actualmente, con la competencia del Poder Judicial, se interviene en las consecuencias de los conflictos. Por 
ejemplo, si hay incumplimiento de un convenio colectivo por parte del empresario, además de tomarse 
medidas colectivas, los trabajadores pueden ir a la Justicia; pero eso no es un conflicto colectivo sino una 
suma de conflictos individuales. 


Ahora bien, si se discutiera el monto de un aumento de salarios, mi percepción personal es que presentar ante 
un Juez de Trabajo este caso sería algo que podría comprometer al Poder Judicial en conflictos sobre los 
cuales no estaría preparado. Todos sabemos que el Poder Judicial tiene la misión de aplicar la ley y, muchas 
veces, en los conflictos colectivos no se debe aplicar solo la ley. A veces el sindicato quiere determinado 
aumento, el patrón dice que no lo puede dar, y se negocia, pero ese no es un tema jurídico sino de interés. 
Entonces, si bien se podría asignar competencia al Poder Judicial, no creo que eso redunde en una mejor 
solución de los problemas. 


Pensamos que en materia de conflictos colectivos faltaría cierta regulación para procesarlos. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Desde la Comisión les vamos a enviar la versión taquigráfica del día de hoy. 


A su vez tal como lo ha manifestado el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, debemos decir que hay 
algunos elementos sobre los que la bancada de Gobierno piensa plantear cambios. En cuanto a la cogestión, 
creemos que es corregible en el sentido de la redacción, a fin de despejar ciertas dudas. Apenas hayamos 
avanzado en el proyecto, haremos llegar lo resuelto a todas las cámaras. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Debo dejar constancia de que nuestra llegada tarde a la 
Comisión se debió a asuntos personales y pido disculpas. 


La posición de nuestro Partido algo que ya es público es la de no votar el proyecto tal como está. Estamos de 
acuerdo con que exista una ley de negociación colectiva, pero hay una cantidad de elementos que no se 
comparten y quizás este no sea el momento para comentarlos. Hay algunas observaciones en cuanto al 
Consejo Superior Tripartito y entendemos que el proyecto solo tiene una pata: faltaría la parte sindical. 
Habría que considerar si se permiten o no las ocupaciones y tendría que aparecer alguna reglamentación en 
cuanto al derecho de huelga. 


SEÑOR BOLZ.- Queremos reafirmar la confianza y la convicción en que el diálogo es la forma de 
funcionar en nuestra sociedad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos vuestra presencia. 


(Se retira de Sala la delegación Cámara Mercantil de Productos del País) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Nacional de Broadcasters Uruguayos, ANDEBU) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al doctor Rafael Inchausti, Presidente de ANDEBU, y a la 
doctora Ana Silva y al doctor Juan Andrés Lerena, asesores. 


Como todos saben, en el marco del estudio del proyecto de ley de negociación colectiva para el sector 
privado hemos convocado a las distintas cámaras. La semana pasada aprobamos el proyecto en general, a 


efectos de poder desglosar los artículos 21 al 24, que refieren a los conflictos y las ocupaciones. La idea es 
votarlos de forma negativa para que no estén en el momento de la discusión. No hemos comenzado aún la 
discusión artículo por artículo del proyecto de ley. Estamos terminando de ajustar las distintas entrevistas 
para poder abocarnos a su discusión. 


Hago esta introducción para despejar algunos planteos que pudieran hacernos y para que por lo menos sepan 
los pasos que daremos en los próximos días con respecto a esta iniciativa. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Agradezco a la señora Presidenta y a los demás integrantes de la Comisión por 
tener la gentileza de recibir a ANDEBU entre otras cámaras empresariales que también han solicitado 
audiencia con la Comisión y a las que sabemos se las ha ido concediendo o se las concederá en los días 
próximos. 


ANDEBU integra un grupo de trabajo compuesto por veinticuatro cámaras empresariales, en el que se ha 
venido analizado, estudiando e intercambiando opiniones sobre las distintas iniciativas de orden laboral que 
se han producido durante el presente Gobierno, así como tratando de unificar las posturas y argumentaciones 
con respecto a las posiciones de estas cámaras empresariales al momento de abordar el estudio de proyectos 
de ley y de otras normas jurídicas que hacen al marco de las relaciones laborales. Ello no implica que las 
posiciones, opiniones o apreciaciones con respecto a las normas jurídicas que se analizan sean las mismas, 
sino que ha funcionado como un ámbito de intercambio y deliberación acerca de las conveniencias e 
inconveniencias, aspectos positivos y negativos que puedan tener las distintas iniciativas jurídicas. Este 
ámbito viene funcionando desde hace varios años; como decía, ANDEBU se integró desde el inicio y ha 
venido trabajando en forma permanente dentro de ese ámbito. 


Como los señores legisladores ya saben, las cámaras empresariales han manifestado su discrepancia con el 
presente proyecto de ley en varios aspectos concretos de texto que incorpora esta iniciativa y también en 
cuanto a principios que recoge y que a criterio de las cámaras empresariales se desvían de los que imparte la 
Organización Internacional del Trabajo. No quisiera abundar sobre estos aspectos, ya que seguramente son de 
conocimiento de los integrantes de la Comisión en cuanto ya han concurrido a este ámbito distintas cámaras 
empresariales y se han acercado documentos que analizan estos puntos. 


Lo que mueve a ANDEBU a concurrir a la Comisión a expresar su punto de vista es su interés por manifestar 
cuál ha sido la experiencia en el funcionamiento de los Consejos de Salarios y en el ámbito laboral en general 
durante la presente Administración. Queremos señalar que a nuestro criterio el presente proyecto de ley 
profundiza algunos aspectos negativos, algunas desviaciones que ha tenido el funcionamiento de los 
Consejos de Salarios en nuestro país, por lo menos en la experiencia de ANDEBU. 


ANDEBU ha participado desde el inicio, en el año 2005, en las rondas de Consejos de Salarios. Sin perjuicio 
de esto, nunca había perdido la disposición de negociación, ya sea como gremial o como empresa, en la 
medida en que aun en el prolongado período en el que los Consejos de Salarios habían sido convocados, 
ANDEBU había llevado adelante negociaciones con los sectores de trabajadores de las distintas modalidades 
que componen la radiodifusión y la televisión para abonados. ANDEBU agrupa a una enorme cantidad de 
empresas de nuestro país, la mayor parte de nuestras empresas de radiodifusión y de televisión para 
abonados, y durante el período en que no funcionaban los Consejos de Salarios no se perdió la práctica de 
negociación con el sector trabajador. Es así que al momento de ser convocados los Consejos de Salarios, en 
2005, ANDEBU mantenía vigentes varios convenios que inclusive habían sido homologados en el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. En oportunidad de la convocatoria en el año 2005, al igual que sucedió con 
todos los sectores del país, concurrimos con mucha expectativa a las negociaciones en el Consejo de Salarios, 
de las cuales recogimos muchos aspectos positivos, pero también algunos que consideramos que son 
inconvenientes y que vemos que no son corregidos por este proyecto de ley sino que, por el contrario, en 
alguna medida podría profundizarlos. Uno de esos aspectos es la duración de las rondas de negociación. 
Consideramos que es bueno que el ámbito de negociación y de discusión de aspectos salariales tenga 
periodicidad y que la duración de esas negociaciones sea acotada en el tiempo. La experiencia en los 
Consejos de Salarios indica que esas negociaciones se han extendido durante un tiempo que si bien estaba 
fijado de antemano es demasiado extenso e, inclusive, fue prorrogado en varias oportunidades en distintos 
sectores, en virtud de la apreciación de que podría surgir algún acercamiento y se podía llegar a algún 
acuerdo final, lo que en algunos sectores sucedió y en otros no. Lo cierto es que la prolongación de la 
discusión y de la negociación lleva a que las empresas se mantengan durante todo ese tiempo, que 


consideramos muy prolongado, en la incertidumbre sobre cuáles van a ser los resultados de la fijación de esos 
salarios, de esas categorías, en definitiva, en la incertidumbre sobre un componente que es esencial en la 
determinación de los costos de su funcionamiento. Las empresas negocian en varios ámbitos: negocian 
permanentemente con sus proveedores, con los distribuidores, con sus clientes y con los trabajadores sobre 
aspectos salariales y en cierta forma, cuando voluntariamente quieren hacerlo, también sobre condiciones de 
trabajo. Esas negociaciones que las empresas mantienen con los distintos sectores vinculados a su actividad 
tienen un tiempo de duración determinado hasta que se llega o no a un acuerdo, y en función de ello la 
empresa puede definir o proyectar cuál será su actividad hacia el futuro. Es decir, en la medida en que la 
determinación de cierto aspecto importante de su funcionamiento queda establecido, la empresa es capaz de 
proyectar su funcionamiento hacia el futuro y el desarrollo que pretende, así como también estrategias sobre 
distintos aspectos de su actividad económica, como producción y comercialización. Entonces, en la medida 
en que haya un componente que pueda estar sufriendo modificaciones permanentes, ello no daría a las 
empresas una seguridad o una certeza en un aspecto importante. Sin duda, para las empresas el costo salarial 
es un aspecto muy importante al momento de la fijación de sus estrategias económicas, por lo cual el hecho 
de que ese componente salarial esté en una posible y permanente evolución y modificación no le brinda 
certeza. Por esa razón, advertimos que el proyecto de ley incorpora un aspecto negativo que hemos visto en el 
funcionamiento de los Consejos de Salarios, como es la ausencia de fijación de tiempos determinados para la 
negociación y la posibilidad de que las iniciativas puedan ser planteada en cualquier momento en los ámbitos 
de Consejos de Salarios o en el Consejo Superior Tripartito. A nuestro entender, ello generaría la 
incertidumbre de las empresas, y con más razón cuando las decisiones que se puedan tomar provengan no de 
un acuerdo sino de una decisión votada por mayoría dentro del Consejo de Salarios o del Consejo Superior. 
Esto quiere decir que una empresa estaría expuesta a que en cualquier momento se planteara una iniciativa 
que tuviera incidencia sobre su funcionamiento, su capacidad y su desarrollo económico, y esa decisión le 
fuera impuesta por votación mayoritaria. Vemos entonces que estaría funcionando un ámbito de decisión que 
derramaría soluciones o decisiones sobre todas las empresas ya que el alcance de lo que se decida es general 
sin tener en cuenta cuál puede ser inclusive la particularidad de una empresa, considerando que en Uruguay, 
como en todos los países, la realidad de las empresas no es uniforme, sino que la realidad de las grandes 
empresas es muy distinta a la de las pequeñas, que son la enorme mayoría en nuestro país. Las 
microempresas constituyen más del 90% de las empresas del país: de alrededor de 230.000 empresas 
registradas en nuestro país, unas 220.000 son microempresas y entre 10.000 y 15.000 son las de mayor porte. 
Y cuando hablamos de microempresas nos referimos a las que tienen menos de diez trabajadores ocupados. 
Las soluciones o decisiones pueden adoptarse en el ámbito del Consejo Superior o del Consejo de Salarios 
que, como sabemos, negocia por rama o por cadena productiva aspecto que está previsto en el proyecto de 
ley, pero que no está definido, por lo cual también podríamos tener como resultado que se tomaran decisiones 
disímiles en un Consejo de Salario de rama y en un Consejo de Salario de cadena productiva, y una empresa 
podría estar ubicada en las dos posiciones y tener que incorporar decisiones que puedan no ser compatibles. 
Entonces, como decía, esas decisiones podrían adoptarse para empresas de pequeño porte y en muchos casos 
estas no están en condiciones de cumplirlas. Y estas empresas tampoco tienen capacidad de modificar esas 
decisiones para aplicarlas a su situación concreta, siempre que esas modificaciones impliquen un 
desfavorecimiento de las soluciones adoptadas en el sector trabajador. Pero nada dice el proyecto para el caso 
de que las soluciones desfavorezcan a la empresa. 


En nuestra participación en los Consejos de Salarios hemos tenido otro aspecto negativo, que ha sido la 
prescidencia del acatamiento a las pautas económicas emanadas del Estado y de los Ministerios de Trabajo y 
Seguridad Social y de Economía y Finanzas por parte de los trabajadores. Es decir, en la negociación, durante 
los planteamientos iniciales, los trabajadores exceden muy ampliamente las pautas económicas establecidas 
en el Consejo Superior Tripartito. O sea que ese órgano, que en el proyecto de ley se presenta como órgano 
de gobernanza, en la experiencia que hemos tenido no es acatado, o sus orientaciones no son seguidas por el 
sector trabajador en la medida en que los planteamientos y las plataformas de pretensiones tanto salariales 
como de otro carácter, exceden muy ampliamente los parámetros, las indicaciones o las pautas que son dadas 
por el Poder Ejecutivo, a través de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social o de Economía y Finanzas. 
Eso hace que la negociación se distorsione y que, en definitiva, en algunos casos termine siendo un regateo 
de feria y no una verdadera negociación, con la intención que le dan las leyes, tanto la vigente Consejo de 
Salarios como la que se establece en el proyecto de ley. Esto también provoca que los plazos de negociación 
puedan extenderse más allá de lo que hubiera sido deseable, e inclusive, como consecuencia, que la 
injerencia del Poder Ejecutivo haga que se presenten en forma mucho más importante o más incisiva. 


Nosotros hemos tenido experiencias en negociaciones en el Consejo de Salarios en que el Poder Ejecutivo 
preanunciaba inclusive antes del agotamiento de los plazos previstos para llegar a un acuerdo la decisión que 
adoptaría el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Poder Ejecutivo frente a la posibilidad de que no 
se llegara a un acuerdo, y sin dudo esto forzaba a la adopción de un acuerdo. Entonces, muchos de los 
acuerdos, en general en el Consejo de Salarios, y en particular, algunos a los que hemos llegado han sido 
producto de esa injerencia del Poder Ejecutivo, que para nosotros es indebida, y de ello hemos dejado 
constancia en las actas. Algunos de ellos son acuerdos que las empresas han debido suscribir en función de la 
presión que han recibido por parte del Poder Ejecutivo. Nosotros observamos que en este proyecto esa 
distorsión no se corrige sino que puede llegar a profundizarse con los mecanismos que cuente el Poder 
Ejecutivo para decidir la adopción de una decisión, aun en contra de los intereses o de la posición que pueda 
tener uno de los sectores; en este caso hablamos por el empresarial. 


También observamos con preocupación algunas ausencias de elementos que seguramente han sido señaladas 
por algunas Cámaras que concurrieron a la Comisión y que han remitido informes, relativas a un componente 
muy importante para la tranquilidad y la certeza que pueden tener las empresas al momento de desarrollar su 
actividad, como lo es la paz laboral. Las empresas dan un valor muy alto al hecho de poder contar con paz y 
tranquilidad para desarrollar su actividad, y siempre es un elemento distorsionante el hecho de que surjan 
conflictos, y más aún cuando estos puedan ser producto de un incumplimiento del sector trabajador de los 
acuerdos provenientes de los Consejos de Salarios. 


Como decía, la paz laboral es un componente importante y sin duda es un elemento de mayor valor que 
puede producir una negociación colectiva. Al respecto advertimos que el proyecto de ley nada dice y, 
obviamente, tampoco sobre las garantías que deben rodear el cumplimiento de los convenios. En algunas 
ocasiones nos ha sucedido que los convenios no son cumplidos, no solo por parte del sector empleador sino 
también por el trabajador. En el caso del sector empleador existen mecanismos para denunciar el 
incumplimiento y para corregirlo. En cambio, en el caso del trabajador hoy en día no hay mecanismos para su 
corrección y tampoco para resarcir los perjuicios que pueda sufrir la empresa en caso de incumplimientos. 


Como elemento accesorio quiero señalar que nosotros pensamos que, en la medida en que estamos 
considerando un proyecto en general sobre negociación colectiva, deberíamos trabajar con todas las 
iniciativas laborales que se plantearan en ese ámbito de negociación colectiva. En este Período han sido 
aprobadas diversas iniciativas, leyes y decretos que tienen una fuerte incidencia sobre las economías, sobre el 
desarrollo y el trabajo de las empresas, y que no han sido adoptadas en el ámbito de negociación, como lo 
indica uno de los principios de la Organización Internacional del Trabajo y los convenios suscritos por 
nuestro país. Hemos visto leyes, por ejemplo las vinculadas a licencias, tanto por estudio, especiales o por 
actividad sindical, e inclusive la llamada ley de las tercerizaciones, que se adoptaron fuera del ámbito de 
discusión, de acuerdo y de consenso que hubiera sido deseable, y que ordenan los principios de la 
Organización Internacional del Trabajo. 


Estos son los aspectos más relevantes que quise señalar en función de la experiencia que hemos tenido en los 
Consejos de Salario. Vemos que este proyecto de ley los recoge pero no corrige las desviaciones o 
inconvenientes que se han presentado durante los períodos de negociación. Inclusive, en algunos casos los 
mecanismos adoptados en el proyecto de ley pueden llegar a profundizarlos. 


Con respecto a otros aspectos del proyecto de ley que hacen a las coincidencias o discrepancias con los 
principios ordenados de la Organización Internacional del Trabajo, mi intención no es insistir en ese punto 
porque sé que han concurrido otras Cámaras empresariales seguramente lo harán otras que se han 
manifestado, y la Comisión conoce el tema. De todas maneras, sí quiero señalar que nos preocuparía que, en 
función de un proyecto de ley que está a estudio y que podría ser aprobado con el texto que está a 
consideración, se llegara a que las futuras negociaciones colectivas pudieran ser menos fructíferas que las que 
hemos tenido hasta el momento. 


Muchas gracias. 


SEÑOR POZZI.- Como bien adelantaba la señora Presidenta, salvo la parte de la ocupación que no 
está en el articulado el resto del proyecto está en consideración. 


La consulta que quiero hacer es sobre la cláusula de paz y si hay una posición sola por parte de las Cámaras. 
Creo que este tema se remonta a los años 80; en los primeros consejos de salarios de 1984, se firmaron 
convenios, y ya en la segunda ronda se discutió ampliamente, pero ya aparecía en los acuerdos de los 
diferentes grupos que llegaban a consenso en la negociación colectiva. 


No tengo la experiencia de estos últimos Consejos de Salarios y por eso me gustaría conocer vuestra opinión. 
En aquel momento, si por ejemplo el convenio era salarial en la cláusula se negociaba que no podían realizar 
movilizaciones paros, huelgas; es decir un planteo más allá del que fuese acordado. Y más o menos esa era la 
lógica y no se podían hacer más reclamos hasta que se venciera. 


Concretamente quiero saber, en caso de que haya una cláusula de paz para todas las Cámaras, ¿cuál es el 
alcance que se está pidiendo? ¿Se refiere a cada convenio que se celebre? ¿Refiere a un convenio que una vez 
que se celebra no se puede hablar de nada más? Si las respectivas Cámaras han manejado la idea me gustaría 
conocerla, y si no, cuál es la opinión de ANDEBU. 


SEÑOR DELGADO.- Varias Cámaras empresariales inclusive la que precedió vuestra visita en el día 
de hoy manifestaron un tema conceptual vinculado a que este proyecto de ley permite ampliar las 
competencias de los Consejos de Salarios, incorporando las condiciones de trabajo en el ámbito de 
decisión en ellos. Recién decía el doctor Falchetti que eso es violatorio de un convenio internacional de 
trabajo pero que además, particularmente en el sector de las comunicaciones o en el comercio con 
realidades muy disímiles entre Montevideo y el interior, en los hechos este proyecto termina vaciando 
la negociación por empresas. Reitero que esto pasa sobre todo cuando se dan dos realidades bien 
diferentes como lo son Montevideo y el interior, con medios de comunicación grandes y chicos; 
conocemos los problemas que están teniendo las radios y los periódicos del interior para subsistir. 


Quisiera saber si ustedes ven esa realidad como peligrosa, inclusive como para poder viabilizar la aplicación 
de esta ley. ¿Están previendo hoy las posibilidades de descuelgue en algunos casos? Queremos saber cuál es 
la visión de ustedes vinculada a la disimilitud que hay en las realidades económicas y laborales de los medios 
de comunicación particularmente; creo que también es aplicable al sector comercio. Son realidades bien 
distintas y en estos casos las condicionen son de manera desigual. | 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Ha sido recurrente e insistente la crítica de parte del sector 
empresarial a un aspecto que consagra el proyecto, que tiene que ver con la prórroga automática de los 
convenios. Creo que esto no quedó establecido en la intervención del doctor Inchausti, y más allá de 
que pueda ser presumible la respuesta en función del estilo de la visión que estamos recibiendo con 
relación al proyecto, nos gustaría saber cuál es su posición sobre este aspecto que ha generado críticas, 
fundamentalmente, desde la perspectiva de la falta de certezas jurídicas, pues estimularía la 
especulación en lugar de obligar a las partes al cumplimiento estricto de los convenios y a someterse 
estrictamente a los plazos de vigencia. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Quisiera saber si consideran que la negociación colectiva 
debería ser bi o tripartita, y si ven con buenos ojos la participación del Estado en las negociaciones 
laborales. 


A su vez, quiero hacer referencia a un aspecto que el proyecto no contiene y que creo que para ustedes 
también es muy importante: la falta de personería jurídica de los sindicatos. Frente a determinadas medidas 
gremiales puede haber pérdidas económicas de parte del medio; entonces, ¿frente a quién reclama? 


En cuanto a la cláusula de paz, sobre la que tanto se insiste, como Representante por Canelones he seguido de 
cerca la negociación del sindicato con la Intendencia Municipal de Canelones. En lo que más insistió la 
Intendencia, precisamente, fue en la cláusula de paz. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Las inquietudes de los señores Diputados son apropiadas e interesantes, y 
seguramente ya han sido señaladas por algunos actores empresariales. 


El señor Diputado Pozzi refería a la importancia de la cláusula de paz, que es la principal obligación que 
asumen los trabajadores al momento de culminar una negociación. Cuando hablamos de concesiones 


recíprocas, que es la base de la negociación, asegurar la paz laborar es la concesión más importante que 
realiza el sector trabajador. 


La cláusula de paz o paz laboral en los acuerdos que ha suscrito ANDEBU refieren al cumplimiento de las 
condiciones del acuerdo, tanto de las categorías como salarios mínimos y, en ocasiones, a algunos otros 
aspectos de la relación laboral, por ejemplo, beneficios adicionales, fórmulas de incentivos. En esta medida, 
la valoración que hacen las empresas es que asegurar la paz laboral, en la medida en que se cumplan los 
términos del acuerdo, es la principal concesión de parte de los trabajadores, y se considera de principal 
importancia por el efecto que tiene en la planificación de la actividad de las empresas. 


Habitualmente las empresas reclaman certezas jurídicas para poder desarrollar adecuadamente sus 
actividades, pero también necesitan contar con certeza laboral porque les permite proyectar, planificar y 
elaborar planes. 


SEÑORA SILVA.- Complementando lo manifestado por el doctor Inchausti e insistiendo en que es la 
única y principal obligación que asume el actor sindical en la negociación colectiva, la cláusula de paz 
no es suficiente para brindar las garantías y seguridades jurídicas que requiere el sector empresarial 
cuando negocia. 


Estas cláusulas, en general, se recogen con otra cláusula sobre prevención de conflictos. Entonces, para toda 
situación que potencialmente pueda derivar en conflicto, se establece un procedimiento para aspectos que 
pueden, o no, estar recogidos en el convenio. Esto significa que antes de que el sindicato adopte una medida 
de conflicto, se establecen diferentes pasos a transitar. 


La realidad demuestra que la cláusula de paz, por sí sola, no es suficiente ni brinda las garantías necesarias 
para que los empresarios puedan conducirse con la necesaria tranquilidad para desarrollar su actividad; esta 
siempre debe estar complementada con una cláusula de prevención de conflictos, en la que se establecen 
distintas instancias de negociación. 


SEÑOR INCHAUSTI.- En los acuerdos que hemos participado representando a ANDEBU se han 
instrumentado mecanismos de prevención de conflictos; el planteamiento de cualquier aspecto se 
deriva a comisiones bipartitas para intentar encontrar una solución. 


Contestando a las inquietudes del señor Diputado Delgado, queremos decir que es cierto que existen 
diferencias importantes en nuestro sector entre las empresas radicadas en Montevideo y en el interior del 
país. Nuestro sector, por su madurez, es uno de los pocos que ha mantenido la diferencia entre las empresas 
instaladas en el interior del país y en Montevideo. 


En nuestro grupo de negociación mantenemos subgrupos para cada modalidad de radiodifusión y de 
televisión para abonados: existen sectores de negociación para televisión para abonados, televisión abierta y 
radios de Montevideo y los mismos sectores para las empresas del interior; prácticamente en todos se ha 
arribado a algún acuerdo, ya sea en la primera como en la última ronda de negociaciones. 


Esto es sano porque en estos subgrupos de negociación es donde se puede plantear la diversidad de 
situaciones que pueden existir en las empresas. No sería bueno que una solución que se aplique para los 
medios importantes de Montevideo también se aplique en forma directa a empresas del interior que no tienen 
capacidad económica ni posibilidades de generar ingresos y propuestas como sí tienen las de la capital del 
país. 


Creemos que la subsistencia de estos diferentes grupos de negociación en los sectores de actividad es 
producto de la madurez con que se han llevado a cabo todas las instancias de negociación, ya sea por parte 
del sector empresarial como del sector trabajador justo es reconocerlo, pues los representantes de los 
sindicatos son personas con las que es posible realizar intercambios enriquecedores a efectos de arribar a 
soluciones, que si bien pueden no contemplar las aspiraciones iniciales de cada una de las partes, son 
resultados de concesiones recíprocas, que son el nudo de cualquier negociación. Las negociaciones en 
nuestro sector, en cada una de las modalidades que he señalado, no solo recogen la determinación de 
categorías laborales o salarios mínimos, sino también las condiciones de trabajo, que se han incorporado, que 
no es producto de la imposición sino del acuerdo voluntario de las partes. Este es uno de los aspectos que 


cuestionamos en el proyecto de ley en la medida en que incorpora la posibilidad de negociar en forma 
obligatoria sobre aspectos no salariales, es decir, condiciones de trabajo. 


Entendemos que las condiciones de trabajo es resorte de cada una de las empresas, y que cuando se 
incorporan a una negociación colectiva debe hacerse en función de la uniformidad de criterio en el sector y 
en forma voluntaria. 


SEÑORA SILVA.- El informe de la Comisión de Expertos en aplicación de Convenios y 
Recomendaciones de la OIT, de 2009, dice que la fijación de condiciones de empleo infringe el principio 
de negociación libre y voluntaria, que constituye un aspecto fundamental de los principios de la 
libertad sindical. 


Nos parece que esto es claro y que da respuesta a lo planteado respecto a la imposición de negociar las 
condiciones de trabajo en un ámbito tripartito, tal como establece este proyecto de ley. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Respondiendo al señor Diputado Pablo Abdala, quiero referirme a la 
importancia de la fijación de plazos en los acuerdos alcanzados por la negociación colectiva. 


Es importante que un acuerdo y soluciones que se apliquen en función de él tengan un lapso determinado. No 
compartimos el proyecto cuando establece que las disposiciones podrán extenderse hasta el momento en que 
se arribe a un nuevo acuerdo. Ya ha sido señalada por doctrina, y seguramente también por otros 
representantes del sector empresarial, la importancia que tiene que los acuerdos se realicen por un plazo 
determinado. En las negociaciones que hemos desarrollado en la primera y segunda ronda de los Consejos de 
Salarios de esta Administración nos hemos opuesto a que se otorgue efecto ultraactivo a las disposiciones 
contenidas en los acuerdos. Nosotros entendemos que todos los acuerdos y las disposiciones tienen una vida 
limitada al plazo que se haya fijado y que no se extienden más allá, lo que implica que las dos partes estén 
atentas al vencimiento de ese plazo y promuevan una nueva ronda de negociación, ya sea para prorrogar el 
plazo o para modificar el acuerdo. 


En cuanto a la inquietud planteada por el señor Diputado Hackenbruch Legnani, debemos señalar que 
consideramos importante que la negociación sea bipartita y que el tripartismo quede reservado únicamente, 
como indican los principios de la Organización Internacional del Trabajo, a las negociaciones sobre salarios 
mínimos y categorías. Nuestra vieja ley de negociación colectiva incluye, inclusive, condiciones de higiene 
laboral, lo que también es razonable. 


El hecho de que los sindicatos y el sector trabajador cuenten con representación para negociar pero no con 
personería jurídica, obviamente significa un inconveniente al momento de hacer efectivas las garantías que 
deben rodear a la negociación, tanto para el suministro de información como para el cumplimiento de los 
acuerdos. En la medida en que las dos partes de la negociación no se encuentren en las mismas condiciones, 
será más difícil o imposible exigirles de igual manera que cumplan con los acuerdos a los que han arribando, 
especialmente cuando una de las partes, como ocurre actualmente con el sector sindical, no se ve afectada 
jurídica ni patrimonialmente por incumplir los acuerdos. 


Reitero que la cláusula de paz es uno de los elementos de mayor valor al momento de culminar una 
negociación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la delegación, a la que haremos llegar la 


versión taquigráfica de esta sesión, así como los avances sobre la discusión del proyecto que estaremos 
desarrollando en los próximos días. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Nacional de Broadcasters del Uruguay) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Intergremial de Transporte Profesional de Carga del Uruguay) 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pozzi) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la 
Intergremial de Transporte Profesional de Carga del Uruguay, ITPC, integrada por el señor Humberto 
Perrone, gerente, y por la doctora Ángela Delpino, asesora, para hacer referencia al proyecto de ley que 
tenemos a estudio sobre la negociación colectiva en el sector privado. 


Esta Comisión votó en general el proyecto, pero no se votaron los artículos 21 a 24 relativos a ocupaciones. 
El resto del articulado está en discusión, y por eso estamos recibiendo a las delegaciones empresariales que 
quieran expresarse. Inclusive, recibiremos a la Cátedra de Derecho Laboral. Luego de escuchar a todos 
debatiremos sobre el resto del articulado del proyecto. 


SEÑOR PERRONE.- Agradecemos que nos hayan recibido. Solicitamos una audiencia para referirnos 
a tres proyectos de ley que se encuentran a estudio en esta Comisión: el que ha mencionado el señor 
Presidente, el relativo a la jornada de trabajo en el sector servicios y el que refiere a la cobertura de 
salud para titulares de empresas unipersonales. En el día de hoy nos centraremos en el primero de 
ellos, aunque es nuestra voluntad ser recibidos nuevamente para considerar los otros dos proyectos de 
ley antes de que sean votados. 


Queremos hacer consideraciones prácticas y plantear cuestiones que afectan específicamente al transporte de 
carga que van más allá de los aspectos jurídicos, y también algunos aspectos jurídicos y formales que nos 
gustaría aclarar con ustedes. La doctora Delpino se referirá a los aspectos jurídicos. 


SEÑORA DELPINO.- Nos gustaría saber si se está en condiciones de introducir modificaciones al 
proyecto de ley a estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. Por eso adelantaba que si bien el proyecto ha sido votado en general, todo 
el articulado con excepción de los artículos 21 a 24 está en discusión. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI. Los artículos 21 a 24 refieren a las ocupaciones del lugar del 
trabajo, pero fueron retirados a solicitud de la Presidencia de la República. Este proyecto de ley recién 
comienza el trámite parlamentario. Luego de ser votado en esta Comisión, pasará al plenario. Una vez 
votado allí, pasará al Senado, donde tendrá el mismo procedimiento: irá a la Comisión correspondiente 
y luego al plenario. 


SEÑORA DELPINO.- Tenemos que manifestar nuestro acuerdo con que se regule a través de una ley 
la negociación colectiva. Eso es conveniente. No estamos de acuerdo con este proyecto de negociación 
colectiva que está a estudio porque creemos que no ofrece garantías suficientes en cuanto al 
acatamiento y aceptación del mismo por parte de las partes, ya sea el sector empresarial o el de los 
trabajadores. El sector empresarial ha manifestado esto públicamente, y por eso preguntábamos si 
existía la posibilidad de establecer correcciones o modificaciones. 


El aspecto fundamental con el que no estamos de acuerdo es con el intervencionismo del Estado en la 
negociación colectiva. En el proyecto se consagra el intervencionismo en las relaciones laborales con una 
gobernanza del Consejo Superior Tripartito. La mayoría importante de miembros del Poder Ejecutivo que se 
establece para integrar ese Consejo Superior Tripartito, inhibe o perjudica la negociación bilateral. Como 
sabemos, la negociación bilateral debe estar consagrada en la negociación colectiva para cumplir con 
ordenanzas de orden internacional que han sido ratificadas por Uruguay. Me refiero al Convenio N* 154 de 
OIT. Al establecer una mayoría de integrantes del Poder Ejecutivo en este Consejo Superior Tripartito y al 
disponer las designaciones de rama de actividad por parte del mismo, se consagra una injerencia fundamental 
del Poder Ejecutivo que no compartimos. 


También está lo relativo a las resoluciones por mayoría de ese Consejo Superior Tripartito, lo que afecta la 
poca injerencia que pueda tener el sector empresarial en las decisiones, que siempre son fundamentales. 


Asimismo, la extrema ampliación de competencia de los Consejos de Salarios establecida en el proyecto es 
otro de los elementos que nuestro sector no comparte. Este proyecto atribuye a los Consejos de Salarios, más 
allá de fijar las categorías y los salarios mínimos, todo lo que tiene que ver con la negociación de las 
condiciones de trabajo. 


De acuerdo con nuestros antecedentes en la materia a nivel nacional y teniendo en cuenta las normas 
internacionales, entendemos que las condiciones de trabajo deberían analizarse de forma bipartita. 


Si a nivel del Consejo de Salarios se tratan todas las condiciones de trabajo, se estaría limitando la 
negociación bipartita con un intervencionismo que no beneficiaría en nada; además, hay que respetar los 
acuerdos ratificados internacionalmente por Uruguay. La posibilidad de una negociación bipartita crearía 
cierto vacío de contenido. 


No compartimos la vigencia que se establece para los convenios colectivos. El proyecto a estudio dispone 
que aquellos convenios colectivos que estuvieran vencidos si las partes no dispusieron lo contrario 
mantendrán su vigencia hasta que se elabore uno nuevo. Nosotros creemos que esta solución no es adecuada. 
En caso de que las partes establezcan un plazo, debe ser respetado y no debe perdurar hasta que un nuevo 
convenio colectivo determine algo diferente o contrario. De esta forma, no se estaría respetando la voluntad 
de las partes porque el convenio se extendería más allá de lo que las partes dispusieron. 


En cuanto a la negociación bipartita, notamos la carencia de que los trabajadores a nivel de empresa tengan 
posibilidad de negociar cuando no están representados por organizaciones determinadas. En lugar de legislar 
en el sentido de que los trabajadores que no tengan representación puedan nombrar a sus representantes, se 
establece que la negociación se va a hacer con la organización de la rama superior. Esto no sería conveniente 
y no beneficiaría la negociación bilateral. 


Otro tema que nos preocupa refiere al intercambio de información, algo sobre lo que conceptualmente 
estamos de acuerdo. En cambio, en lo que respecta a la información confidencial, entendemos que en el 
proyecto no se dan las garantías suficientes para su salvaguarda. 


SEÑOR PERRONE.- Nosotros estamos en un mundo muy competitivo. Como ustedes saben, las 
empresas transportistas compiten hablo de nuestro sector con las de la región e, inclusive, con otras 
empresas internacionales que venden paquetes de transporte combinado. 


La información de las empresas siempre es valiosa para ser vendida a la competencia. Si bien las empresas 
pueden compartir cierta información necesaria para la negociación, debería estar severamente penada la 
posibilidad de que dicha información se difundiera, retransmitiera o utilizara para otros fines. Esto es algo 
muy importante para nosotros porque la competencia entre las empresas es muy grande. No voy a hablar de 
espionaje industrial porque sería un exceso, pero deben darse cuenta lo importante que puede ser el hecho de 
que una empresa tenga determinados datos de otra a través de una fuente filtrada. Les pedimos especialmente 
que revisen ese artículo y que busquen la forma de que tengan una sanción quienes no actúen de buena fe. 


SEÑORA DELPINO.- Entendemos que en el proyecto hay una imprevisión en cuanto no establece 
sanciones en caso de violación del deber de reserva. Por lo menos debió haberse establecido la 
posibilidad de realizar la denuncia del convenio colectivo por parte del perjudicado, además de 
responsabilidades personales. 


Otras de las omisiones que advertimos refieren a que no se previó una cláusula que obligue al mantenimiento 
de la paz durante la vigencia de los convenios colectivos. Esto hace al propio espíritu de la negociación 
colectiva. Además, debió haberse fijado sanciones, como la denuncia del convenio. 


Entendemos que deberían clarificarse algunos conceptos incluidos en el proyecto como, por ejemplo, el tema 
de la cadena productiva, algo que nos preocupa. Quisiéramos recabar información sobre el alcance de la 
norma, puesto que el proyecto solo manifiesta que se negociará por cadena productiva. Esto no nos queda 
claro y no encontramos antecedentes que nos pudieran ilustrar. 


SEÑOR PERRONE.- La doctora Delpino hablaba de la cadena productiva, y aquí tenemos un lío 
grueso con nuestro sector. Quisiera que se nos explicara cómo quedaría definido en el proyecto de ley el 
concepto de cadena productiva porque no está claro. Nosotros, que hacemos transporte y logística, 
conocemos los términos “supply chain”, cadena de suministros y cadena de transporte, pero no 
conocemos la expresión “cadena productiva”. 


Cuando hablamos de cadena productiva, me imagino que podríamos referirnos al proceso que se da cuando 
se produce una materia prima y luego llega a la góndola del consumidor. En tal caso, nosotros, como 
transporte y como empresas participamos en toda esa tarea, por lo que estaríamos involucrados en varios 
procesos. Por ejemplo, si voy al supermercado y compro unos bizcochos, sé que fueron hechos en una fábrica 
que está a cierta distancia del supermercado, que recibió harina traída en camiones de un molino, y que 
recibió trigo de los productores, transportado por camiones. Además, sé que para producir ese trigo hubo que 
llevar las semillas y los fertilizantes a los productores, etcétera. Por lo tanto, el transporte está involucrado en 
toda la cadena industrial. 


En este caso, cuando se habla de cadena productiva, no sabemos cómo vamos a negociar. ¿Tendremos que 
negociar por los molineros, por los panaderos o por los productores de trigo? Por ello les pedimos que 
revisen el texto. De lo contrario, si ustedes consideran que así está bien, por lo menos les pedimos que se 
excluya el sector de transporte de carga porque no habría una negociación específica. Al respecto, tenemos un 
antecedente muy importante. En 2005, en el Consejo Superior Tripartito, pedimos que todas las actividades 
que tuvieran transporte fueran negociadas en el Grupo 13, Subgrupo 07, relativo al transporte de carga. 
Entendíamos que se purificaba una competencia entre todas las empresas con vehículos de carga, aunque 
fuera una fábrica o un productor rural. De esa manera, podía purificarse el salario de los trabajadores 
involucrados en esa actividad. Además, el sector de los trabajadores del transporte de carga estaba de acuerdo 
con nosotros en ese petitorio. 


En cambio, en ese Consejo Superior Tripartito se entendió tanto los representantes superiores de los 
trabajadores como los del Poder Ejecutivo que eso no era conveniente y que cada sector debía negociar en su 
grupo lo relativo al transporte. Si una fábrica tenía un camión para hacer su tarea, el chofer debía negociar 
por el laudo de ese sector y no por el de transporte de carga. Este es un antecedente muy importante y el tema 
quedó definido. Tal vez ahora, con este proyecto de ley, se cambie. No se hizo lugar a nuestro pedido en el 
sentido de que nosotros laudáramos los salarios de todo el transporte de carga del país. 


Por lo tanto, pedimos que se profundice en la definición de cadena productiva. Si consideran que el 
transporte de carga está incluido en las cadenas productivas, queremos que se determinen las atribuciones 
porque estamos involucrados en todas las actividades del país. Deben tener en cuenta el alcance del 
transporte en la cadena productiva. 


SEÑORA DELPINO.- Nos preocupa la inexistencia de mecanismos para dirimir los conflictos que 
puedan darse respecto a la representatividad por parte de las diversas organizaciones. Sé que los 
criterios que se establecen son la antigúedad en la organización, la continuidad, la importancia o el 
número de afiliados, pero en el caso de que existan organizaciones con similares o iguales condiciones 
no se determina cómo se dirime el conflicto que puede darse entre diferentes organizaciones que se 
disputan la representatividad. Creo que sería importante que el proyecto aclarara esto, porque en la 
práctica puede llegar a darse esa situación. 


SEÑOR PERRONE.- Quiero hacer un agregado, si bien no es sustancial. Hay diferentes tipos de 
representaciones; hablaba al respecto con la doctora antes de entrar a la Sala de la Comisión. Por 
ejemplo, nuestra agremiación es de segundo grado; tiene cámara, asociación, agremiación e 
integrantes. Sin embargo, entre los requisitos para tener la representatividad necesaria no está 
contemplado el grado del tipo de agremiación. Esto podría dar lugar a discusiones. Puedo citar el caso 
de un socio nuestro que tiene ciento dos años como gremial de transporte; nosotros tenemos apenas 
once años. Entonces, para defender nuestra representatividad ¿se toma en cuenta la antigúedad de 
nuestro socio de más de cien años o la nuestra, de once años? Lo pregunto porque este es un caso real. 
Por esto es que les pedimos que traten de pulir o de afinar ese criterio para que realmente sea un 
criterio puro, que no admita discusiones ni dudas. 


SEÑORA DELPINO.- Esto es lo que teníamos para decir con respecto al proyecto de ley a grandes 
rasgos. Podríamos hablar muchísimo más, pero ustedes ya han recibido a otras delegaciones que se han 
extendido al respecto. 


Si bien sabemos que se descartó el análisis de determinados proyectos por los cuales nosotros también 
habíamos solicitado ser recibidos, me gustaría saber si ya está a estudio uno en particular, el que refiere a la 


jornada de trabajo en el sector servicios, ya que esa iniciativa, que tiene un artículo único, nos va a afectar 
sustancialmente en nuestro tipo de actividad. Es por ello que nos interesa saber si tienen previsto considerarlo 
en el corto plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese proyecto ingresó en la Comisión, pero no ha sido debatido. La prioridad 
la tiene el proyecto sobre el que estamos hablando con ustedes ahora. El día que ingresemos en la 
discusión del proyecto que ustedes mencionan serán recibidos para escuchar su opinión; ustedes lo han 
pedido y es norma de la Comisión proceder de esa manera. Tengan la tranquilidad de que por lo menos 
en los dos meses próximos no será votado. 


SEÑOR PERRONE.- Teniendo en cuenta el involucramiento del que hablábamos del sector transporte 
con el sector industrial, usted se dará cuenta cómo nos va a afectar ese proyecto de ley, que nos pasaría 
al sector comercio. Estoy hablando en materia de horas trabajadas. Queremos hacer especial hincapié 
en el involucramiento que tenemos con la industria, por todo lo que hemos dicho anteriormente, y 
cómo nos puede afectar ese proyecto de ley. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI. Solo quiero agradecerles profundamente que hayan venido y 
en nombre de todos pedir disculpas por el atraso. Estamos a sus órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer dos precisiones. 


Me gustaría saber qué alcance dan en los convenios a la cláusula de paz, es decir, si la consideran referida 
exclusivamente a lo que el convenio pactó o si tienen alguna otra idea al respecto. 


Por otro lado, quiero señalar que si bien el proyecto establece la negociación por rama o por cadena 
productiva, en realidad, las negociaciones serán por rama. Lo que sucede es que el Gobierno ha desarrollado, 
con mayor o menor éxito, la modalidad de los famosos “clusters”, tratando de amalgamar toda la actividad 
relativa a una cuestión específica. Por ejemplo, en el caso de la industria naval, se juntó a los astilleros, a los 
que importan las chapas y demás, y se formó el “cluster” de la industria naval. Creo que también se formó el 
“cluster” del calzado y algún otro más. Puede pasar por eso el proyecto lo prevé que en algún momento 
cualquiera de esos “clusters” tenga necesidad de discutir en general temas vinculados a sus cuestiones de 
trabajo porque, en definitiva, los costos de unos van incidiendo en los costos de los otros. Entonces, como 
esto puede pasar, lo dejamos previsto en el proyecto. En definitiva, el “cluster” es una especie de cadena 
productiva; incluye a todos los que de alguna manera empiezan y terminan con el producto. Como decía, 
puede pasar que en algún momento se tengan que juntar a definir cosas en conjunto. Capaz que no es la 
realidad de hoy; capaz que nunca se da; capaz que se da en algunos lugares y en otros no... 


SEÑOR PERRONE.- Entonces, pedimos que hablen de “cluster” y no de cadena productiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes pidieron una explicación; yo les respondo que esa es la idea. Me 
parece que la prioridad todavía la va a tener la negociación por rama, pero como se pretende que esto 
sea ley y es preferible no tener que modificarla, se deja abierta esa posibilidad, porque en algún 
momento determinado puede suceder que una cadena productiva quiera ver sus costos en conjunto. 
Eso puede pasar en el futuro. Entonces, por lo menos queda habilitado por ley a que si eso sucede, con 
la conformidad de las partes se reúnan y lo traten. 


SEÑOR PERRONE.- Usted dijo algo muy importante: “con la conformidad de las partes”. Con 
respecto a ese punto tengo que hacer hincapié en lo que la doctora Delpino decía al principio en cuanto 
a la mayoría que tiene el Poder Ejecutivo en la toma de decisiones. El Poder Ejecutivo tiene nueve 
delegados, hay seis delegados empresariales y seis de los trabajadores, de manera que el Poder 
Ejecutivo simplemente con alguno de los delegados de cualquiera de los otros dos sectores puede tomar 
resolución al respecto. No necesita de una mayoría ni siquiera consensuada entre los demás. En ese 
caso, tal vez sería prudente establecer que debe haber mayoría de cuatro quintos como habitualmente 
sucede en las Cámaras legislativas para que todos tengan la oportunidad y la obligatoriedad de 
participar de la votación. Sugerimos esta idea porque es sumamente importante que las partes de 
pongan de acuerdo. Nosotros participamos del “cluster” de transporte y logística, y hasta ahora 


siempre hemos encontrado consenso para trabajar los proyectos, pero les pedimos que para estos casos 
particulares que pueden llegar a darse se prevea algún tipo de mayoría que garantice a todas las partes 
que sus opiniones serán atendidas. Creemos que la negociación siempre es una cuestión de equilibrio y 
del camino del medio. Nosotros habitualmente negociamos con el sindicato de nuestra rama; algunas 
veces llegamos a acuerdos y otras no, pero en general siempre llegamos a acuerdos y siempre estamos 
buscando el camino del medio. Me parece que es importante tener en cuenta esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo había planteado una pregunta sobre la cláusula de paz. 


Ustedes plantearon la inclusión de la cláusula de paz no es novedad; ya lo plantearon todos sus colegas en los 
convenios. Lo que quiero saber es si la cláusula de paz que proponen está referida exclusivamente a lo 
acordado en el convenio o tiene alguna definición más amplia. 


SEÑORA DELPINO.- Nos estamos refiriendo específicamente a lo establecido en este proyecto relativo 
a los convenios colectivos. A veces se entiende implícita la condición de paz dentro de la buena fe con la 
que deben negociar las partes, pero nosotros consideramos que los convenios colectivos deberían 
regirse por una cláusula de paz establecida expresamente en este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a reiterar mi pregunta; capaz que no fui claro. 


Lo que quiero saber es si la cláusula de paz abarcaría exclusivamente lo pactado en el convenio. Puede ser 
que ustedes se estén refiriendo a lo que está escrito en ese convenio y que el resto quede librado a otras 
discusiones; puede ser que esa cláusula de paz disponga, por ejemplo, que no se podrá reclamar por nada que 
implique un costo adicional al convenio; puede ser que ustedes estén hablando de una cláusula de paz 
referida a lo establecido en el convenio pero que además señale que mientras dura el convenio no se puede 
reclamar nada más. Son cosas muy diferentes. Me gustaría conocer la opinión de cada una de las cámaras al 
respecto. 


SEÑOR PERRONE.- En convenios que hemos hecho con el sindicato a nivel de Consejo de Salarios a 
veces hemos puesto una cláusula de paz y otras veces no, pero siempre en el entendido de que lo que 
está pactado debe respetarse. Y cuando decimos “lo que está pactado”, nos estamos refiriendo a lo 
acordado en ese último convenio y en los anteriores que pudieran existir. Tenemos convenios con el 
sindicato desde hace mucho tiempo por lo menos desde 1965 los tenemos escritos, y siempre venimos 
respetando lo acordado anteriormente, aunque no esté escrito. El sindicato con el que negociamos es 
muy racional, en el sentido de que no pide cosas descabelladas simplemente para armar un lío. Si la 
idea es que haya una cláusula de paz con respecto a lo ya establecido, bienvenida, teniendo presente la 
responsabilidad de cada actor no solo de los sindicatos, sino también de los empresarios en cuanto a 
que ninguno se va a salir de la línea ni va a pedir ninguna cosa descabellada simplemente con la 
voluntad de no llegar a un conflicto. 


SEÑORA DELPINO.- Tenemos que decir que la negociación colectiva es un instrumento tendiente a 
lograr los acuerdos, la paz y la armonía en el desarrollo de las relaciones laborales. Por lo tanto, esto 
tiene que estar implícito en todo lo que refiera a las relaciones laborales acordadas, ya sea en uno o en 
todos los convenios colectivos. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Quiero hacer una reflexión sobre el Consejo Superior 
Tripartito y la mayoría de cuatro quintos. 


Personalmente, creo que el Consejo Superior Tripartito es un error conceptual. Sinceramente, sin entrar en la 
discusión, considero que es el intervencionismo estatal a pleno, es el corporativismo llevado a la ley. Creo 
que ahí no hay camino del medio. Es más, es uno de los elementos que más ha criticado la Organización 
Internacional del Trabajo. Esa es mi opinión. Nuestra colectividad no va a acompañar ningún artículo del 
Consejo Superior Tripartito porque nos parece un concepto corporativo que está fuera del concepto 
republicano democrático de Gobierno. Sinceramente, no comparto que se cambien las mayorías ni la 
integración; me parece insólito que esto esté en un proyecto de ley Por eso extraña un poco la posición del 
camino del medio. Me gustaría que se aclarara si están dispuestos a aceptar un Consejo Superior Tripartito, 


porque quiero que quede claro que en lo que me es personal lo dije de entrada esto me parece de un 
corporativismo que no quiero calificar. 


SEÑORA DELPINO.- Creo que cuando comencé la exposición manifesté claramente que estamos en 
desacuerdo con el intervencionismo del Estado a través del Consejo Superior Tripartito. Obviamente 
compartimos lo que manifestó el señor Diputado Hackenbruch Legnani en cuanto a que este Consejo 
Superior Tripartito consagra un intervencionismo innecesario e injustificado del Estado en la 
negociación con una predominancia que no es sana para el relacionamiento y la marcha de la 
negociación de las partes involucradas. 


SEÑOR PERRONE.- Creo que la doctora Delpino fue bien explícita con respecto a nuestra posición. 
Consideramos que si hay voluntad de votar este proyecto tal como está, que por lo menos sea lo menos 
malo: que todos los representantes puedan tener alguna posibilidad de voz y voto verdadera. Cuando 
hablo de los representantes no solo me refiero a los empresariales; se puede dar el caso de que los 
representantes de los trabajadores no estén de acuerdo con algo, y se lo voten igual. Acá no hay medias. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Creo que las políticas laborales en su conjunto tienen que 
acercarse a las políticas de Estado de los países que están madurando. Entonces, este Consejo Superior 
Tripartito puede ir cambiando todas las negociaciones de acuerdo con los resultados electorales. 
Porque esto es muy lindo mientras se es gobierno pero, ¿y el día que no? Entiendo que esto es de una 
peligrosidad tal que a veces me asombra, y quería dejarlo planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pozzi).- Por supuesto que eso no lo compartimos. Agradecemos la presencia 
de la doctora Angela Delpino y del señor Humberto Perrone, que han concurrido por parte de la 
Intergremial de Transporte Profesional de Carga del Uruguay. 


Se levanta la reunión. 
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